
 

JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL 

Girardot, Cundinamarca, primero de abril del dos mil veintidós.- 
 

 

 

 

 

 

YANETH ZARTA URUEÑA, quien se identifica con CC No. 39.566.241, acude en 

ejercicio de la Acción de Tutela con el fin de solicitar a este Despacho la 

protección de sus Derechos Fundamentales, los cuales considera vulnerados 

por FINANZAUTO S.A BIC, ello al no realizar la entrega del paz y salvo y los 

documentos relacionados con el levantamiento de la prenda que pesa 

sobre el vehículo automóvil de placas HJT673.- 

 

ANTECEDENTES 

La accionante fundamenta la petición de tutela en los siguientes hechos: 

 
 

1. El  día 07de marzo del  año  en curso,  realicé  un  derecho  de  petición  a  

la empresa FINANZAUTO S.A ante la accionada se solicitó, en síntesis: •El 

paz y salvo y los documentos para el levantamiento de prenda del 

vehículo de placas HJT673, de marca Chevrolet y línea Captiva Sport a 

nombre de MYRYAM CHARRY CORTES. 

 

2. La anterior petición fue instaurada teniendo en cuenta que realicé la 

compra del vehículo a través de un contrato de compraventa el día 09 de 

mayo del 2013, actualmente soy la poseedora del vehículo mencionando 

en el primer hecho. 

 

3. Dicha compraventa no ha podido ser registrada en atención a que sobre 

el vehículo pesa una prenda con la entidad peticionada “FINAZAUTOS.A” 

 

4. Luego de la remisión del derecho de petición ante la entidad 

“FINANZAUTO S.A” me negaron la información solicitada, debido a que no 

soy la titular del crédito. 

 

5. Con lo antedicho se vulnera el derecho a la propiedad privada y al debido 

proceso,  teniendo  en  cuenta  que  se  acreditó ante  la  entidad  el interés 

jurídico, el cual se extrae de los documentos anexos a la petición. 

 

PETICION 
 

1. Tutelar los derechos fundamentales al derecho a la propiedad privada y al 

debido proceso. 

 

2. En consecuencia, de lo anterior, ORDENAR a la accionada para que en el 

término de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo que amparen 

los derechos, si no lo ha hecho, proceda a la entrega del paz y salvo y los 

documentos relacionados con el levantamiento de la prenda. 
 
 

 
 

 

 

DERECHO FUNDAMENTAL SUPUESTAMENTE VIOLADO POR LA ACCIONADA 

Alega la accionante que le han violado los siguientes derechos:  
 

Derecho propiedad privada.- 

Derecho debido proceso.- 

REF:  Radicado: 2530740030012022-00-0096-00 

 Solicitud: ACCIÓN DE TUTELA 

Accionante: YANETH ZARTA URUEÑA 

Accionado: FINANZAUTO S.A BIC 

Sentencia: 037 (Dº. Propiedad privada) 



 

 TRAMITE: 

A este despacho correspondió la presente acción por Reparto del 18 de 

Marzo de 2.022, y por auto de la misma fecha, se ordenó dar trámite de ley, 

oficiando a la entidad accionada a efecto que se pronunciara sobre los 

hechos expuestos por el accionante.- 

 

La accionada FINANZAUTO S.A., a través de LUZ ADRIANA PAVA ROBAYO,  

Representante Legal Judicial, se pronunció en memorial obrante a folio 17 a 

54. 

 

COMPETENCIA 

Es competente este Despacho para conocer de la presente acción, en 

desarrollo de las facultades conferidas en el artículo 86 de la Constitución 

Política, y de conformidad con el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, inciso 

tercero del numeral del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, y se está 

emitiendo fallo dentro del término perentorio y preferencial de diez (10) días, 

previsto en el inciso 4° de la citada disposición constitucional y en el artículo 

15 del Decreto en mención. 

 
 

 

ASPECTOS FORMALES 

La solicitud se acomoda a las exigencias de los artículos 13 y 14 del decreto 

2591 de 1991.- 

 
 

Establece en el artículo 86 de nuestra carta política: “Toda persona tendrá 

acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, 

mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quién 

actué a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten 

vulnerados o amenazados por lo acción o la omisión de cualquier autoridad 

pública”. 

 
 

“…. Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro 

medio judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para 

evitar un perjuicio irremediable”. 

 
 

La tutela tiene dos de sus caracteres distintivos esenciales, los de las 

subsidiaridad y la inmediatez,  el primero por cuanto tan solo resulta 

procedente instaurar la acción cuando el afectado no disponga de otro 

medio de defensa judicial a no ser que busque evitar un perjuicio 

irremediable; el segundo, puesto que no se trata  de un proceso sino de un 

remedio de aplicación inmediata urgente que se hace preciso suministrar 

en guarda de la efectividad, concreta y actual del derecho sujeto a la 

violación o amenaza. 

 
 

De igual manera la Honorable Corte Constitucional, en reiterados fallos de 



 

tutela, ha dicho: “La acción de tutela ha sido instituida únicamente para dar 

solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que 

implican la trasgresión o amenaza   de un derecho fundamental, respecto 

de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible 

de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del 

derecho; es decir,  tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional 

para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por 

carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, 

de no ser por tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones 

de quien lesiona su derecho fundamental (..)”   
  

PROBLEMA JURÍDICO: 
 

En el presente caso, deberá establecer el Despacho si la accionada le ha 

vulnerado el derecho fundamental de propiedad privada a la accionante, 

ello al no realizar la entrega del paz y salvo, y los documentos relacionados 

con el levantamiento de la prenda que pesa sobre el vehículo automóvil de 

placas HJT673.- 
 

  

La Honorable Corte Constitucional en reiterados fallos de tutela ha dicho:  

 

LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA PROPIEDAD PRIVADA POR MEDIO DE LA ACCIÓN 

DE TUTELA. REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA.  

  

La propiedad privada, derecho subjetivo propio de los regímenes liberales, está 

consagrada en el artículo 58 de la Constitución Política. De acuerdo con la 

jurisprudencia de esta Corte, este texto constitucional contiene seis principios que 

delimitan el contenido del derecho: “i) la garantía a la propiedad privada y los 

demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles; ii) la protección y 

promoción de formas asociativas y solidarias de propiedad; iii) el reconocimiento 

del carácter limitable de la propiedad; iv) las condiciones de prevalencia del 

interés público o social sobre el interés privado; v) el señalamiento de su función 

social y ecológica; y, vi) las modalidades y los requisitos de la expropiación”. 

  

Conforme a lo anterior, la Corte ha establecido que el ejercicio del derecho a la 

propiedad privada de personas naturales y jurídicas no puede ser objeto de 

restricciones irrazonables o desproporcionadas que se traduzcan en el 

desconocimiento del interés legítimo que le asiste al propietario de obtener una 

utilidad económica sobre sus bienes, y de contar con las condiciones mínimas de 

goce y disposición. No obstante, también ha sido enfática al sostener que el 

derecho a la propiedad privada solo puede ser amparado a través de la acción 

de tutela de forma excepcional. 

  

En un primer momento de la jurisprudencia, la Corte catalogaba el derecho a la 

propiedad privada de acuerdo con su ubicación en la Constitución, 

específicamente en el capítulo 2 del título segundo sobre los derechos, las 

garantías y los deberes, que recibió el nombre “de los derechos sociales, 

económicos y culturales”. A su turno, consideraba que los derechos sociales eran 

derechos de contenido prestacional que debían distinguirse de los 

derechos fundamentales, con contenido esencialmente de defensa tales como la 

vida, la integridad personal, la libertad de expresión y de cultos, entre otros. 

  

La anterior distinción daba lugar a la conclusión de que los derechos 



 

fundamentales eran susceptibles de protección mediante la acción de tutela, en 

tanto que los segundos no lo eran, y solo podían ser considerados como tales en 

tanto que cumplieran un criterio de conexidad. En este sentido, la Corte afirmaba: 

   

"El derecho a la propiedad, sólo puede tutelarse cuando de su violación 

se desprenda claramente que también se vulnera otro derecho 

fundamental cuya efectividad debe restablecerse con urgencia, pues de 

lo contrario, los efectos de la conculcación incidirían desfavorablemente 

en la supervivencia del afectado y sus legitimarios o en las condiciones 

que la hacen digna". 

  

No obstante, tal como lo recuerda la sentencia T-235 de 2011 (M.P Luis Ernesto 

Vargas Silva), está posición fue revaluada luego de que la Corte la encontrara 

inadecuada por razones de índole teórica y dogmática: “desde el primer plano, la 

Corte precisó que los derechos fundamentales poseen una estructura compleja o 

una multiplicidad de facetas, por lo que su satisfacción acarrea el cumplimiento 

de un haz de obligaciones tanto positivas como negativas para el Estado. En ese 

sentido, en el fallo T-760 de 2008 sentenció la Corporación que atribuir la cualidad 

de prestacional a un derecho es un error categorial, pues esa característica se 

predica de algunas de sus facetas y no del derecho considerado como un todo. 

En el plano dogmático, en sentencia T-016 de 2007 explicó la Corte que en el marco 

del DIDH se ha construido un consenso generalizado sobre las propiedades de 

indivisibilidad e interdependencia de los derechos humanos, las cuales destacan 

que existe una relación intrínseca entre todos los derechos en tanto su fundamento 

y finalidad es la eficacia de la dignidad humana, constatación que –siguiendo el 

fallo mencionado- hace en alguna medida artificioso el criterio de conexidad”. 

  

En razón de lo anterior, la Corte concluyó que son derechos fundamentales todos 

aquellos derechos constitucionales que (i) se relacionan funcionalmente con la 

realización de la dignidad humana, (ii) pueden traducirse o concretarse en 

derechos subjetivos y (iii) sobre cuya fundamentalidad existen consensos 

dogmáticos, jurisprudenciales o de derecho internacional, legal y reglamentario. 

Con base en estos criterios, la Corte ha ido definiendo en cada caso concreto las 

facetas de los derechos sociales son justiciables por vía de tutela, y cuáles no lo son, 

pese a ostentar la categoría de fundamentales. Así las cosas, para la Corte todos 

los derechos exigibles (o justiciables) mediante la acción de tutela son 

fundamentales. Sin embargo, no todos los aspectos que configuran un derecho 

fundamental son necesariamente susceptibles de protección a través de la acción 

de tutela. 

  

En cuanto tiene que ver con la propiedad privada, estos dos aspectos –

fundamentalidad y justiciabilidad- se encuentran estrechamente ligados. El criterio 

mantenido por esta Corte es que únicamente algunas facetas del derecho 

constitucional a la propiedad privada adquieren el carácter de fundamental y, 

solo cuando ello ocurre, la propiedad es susceptible de protección mediante la 

acción de tutela. Concretamente, para la Corte, la propiedad solo puede ser 

considerada un derecho fundamental cuando las facetas invocadas por los 

accionantes (uso, goce, usufructo, etc.) tengan una relación directa con la 

dignidad humana. 

  

En otras palabras, la propiedad privada es un derecho fundamental cuando la 

afectación de ese núcleo mínimo de protección del goce y el uso de los bienes 

implique un menoscabo de ese atributo inherente a la persona en tanto ser 

racional, independientemente de cualquier consideración de naturaleza o de 

alcance positivo. En las demás ocasiones, la propiedad no es un derecho 

fundamental y si ello no es así, mucho menos puede ser exigible mediante la 

acción de tutela.  



 

  

Sobre este punto, ya desde sus primeras providencias había dicho la Corte: 

  

"La posibilidad de considerar el derecho a la propiedad como derecho 

fundamental depende de las circunstancias específicas de su ejercicio. De 

aquí se concluye que tal carácter no puede ser definido en abstracto, sino 

en cada caso concreto. Sólo en el evento en que ocurra una violación del 

derecho a la propiedad que conlleve para su titular un desconocimiento 

evidente de los principios y valores constitucionales que consagran el 

derecho a la vida a la dignidad y a la igualdad, la propiedad adquiere 

naturaleza de derecho fundamental y, en consecuencia, procede la 

acción de tutela". 

  

En concordancia con esta posición, la Corporación ha amparado el derecho a la 

propiedad privada en ocasiones en las cuales cualquier ámbito relacionado con 

la discusión sobre el título, el goce y la disposición de un bien inmueble afecta el 

derecho a la igualdad o a la vivienda digna de los accionantes; cuando la 

discusión legítima sobre la propiedad de bienes muebles o inmuebles afecta el 

derecho al mínimo vital de alguno de los involucrados o cuando la afectación del 

derecho a la propiedad constituye una carga desproporcionada que atenta contra 

el principio de solidaridad. En los demás casos, la Corte ha negado por 

improcedente la acción.  

 

A manera de síntesis, cabe decir que el juez constitucional solo puede entrar a 

estudiar dentro del trámite de la acción de tutela asuntos relativos al derecho a la 

propiedad cuando esta adquiere un carácter fundamental, lo cual ocurre cuando 

la afectación a alguno de sus atributos está ligado directamente a la dignidad 

humana del titular del derecho subjetivo. En los demás casos, debe declararse que 

la acción de tutela no es procedente. 

 

 

EL DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO Y EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD 

  

El derecho al debido proceso se encuentra consagrado en el artículo 29 de la 

Constitución Política el cual prescribe que éste derecho fundamental se aplica a 

toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, reconociendo así el 

principio de legalidad como pilar fundamental en el ejercicio de las funciones por 

parte de las autoridades judiciales y administrativas[13]. 

  

El debido proceso se instituye como aquella regulación jurídica que limita los 

poderes del estado de manera previa, y que propende por “la defensa y 

preservación del valor material de la justicia, a través del logro de los fines 

esenciales del Estado, como la preservación de la convivencia social y la 

protección de todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes 

y demás derechos y libertades públicas.”  

  

En este sentido, la jurisprudencia constitucional ha reconocido que este derecho 

se encuentra conformado por las siguientes garantías mínimas: 

  

“(i) el derecho a la administración de justicia con la presencia de un juez 

natural; (ii) el derecho a ser informado de las actuaciones que conduzcan a 

la creación, modificación o extinción de un derecho o a la imposición de una 

obligación o sanción; (iii) el derecho de expresar libre y abiertamente sus 

opiniones; (iv) el derecho de contradecir o debatir las pretensiones o 

excepciones propuestas; (v) el derecho a que los procesos se desarrollen en 

un término razonable y sin dilaciones injustificadas y,  por supuesto, (vi) el 

derecho a presentar pruebas y controvertir las que se alleguen en su contra.”  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/T-172-16.htm#_ftn13


 

  

En este orden de ideas, este derecho fundamental exige que todos los 

procedimientos se adecuen a las reglas contenidas en el artículo 29 superior, y que 

las autoridades judiciales enmarquen sus actuaciones dentro de los derroteros 

jurídicos establecidos, de forma que se eviten actuaciones arbitrarias, y se asegure 

la efectividad así como el ejercicio pleno de los derechos que le asisten a las 

personas. 

  

Ahora bien, este precepto constitucional incluye la garantía de que todos los 

trámites judiciales y administrativos deben adelantarse de conformidad con las 

prescripciones legales, contenido que comprende el principio de legalidad 

(artículos 121 y 230 de la Constitución Política). Ese mandato supone que dentro del 

Estado Social de Derecho los jueces deben decidir con arreglo a la ley, y no de 

conformidad con su voluntad discrecional. Finalmente, dicho principio rige el 

ejercicio de absolutamente todas las funciones públicas y específicamente, las 

actuaciones judiciales, con el fin de garantizar los derechos procesales de las 

partes. 

  

De conformidad con lo anterior, se concluye que las garantías del debido proceso 

rigen las actuaciones judiciales  y administrativas asegurando la protección de los 

derechos de los ciudadanos en los procedimientos llevados ante las autoridades, 

con el fin de que las personas puedan solicitar ante los jueces competentes la 

protección efectiva de sus derechos y, que cuenten con procedimientos idóneos 

y efectivos para la determinación legal de los derechos y las obligaciones. 

 

“El artículo 29 de la Constitución establece que el debido proceso se aplicará a 

toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Esto significa que en todos 

los campos donde se haga uso de la facultad disciplinaria, entiéndase ésta como 

la prerrogativa de un sujeto para imponer sanciones o castigos, deben ser 

observados los requisitos o formalidades mínimas que integran el debido proceso. 

Mandato que, dada su naturaleza, no sólo involucra u obliga a las autoridades 

públicas, en el sentido amplio de este término, sino a los particulares que se arrogan 

esta facultad, como forma de mantener un principio de orden al interior de sus 

organizaciones (v.gr. establecimientos educativos, empleadores, asociaciones con 

o sin ánimo de lucro, etc). Razón que hace indispensable que los entes de carácter 

privado fijen unas formas o parámetros que delimiten el uso de este poder y que 

permitan al conglomerado conocer las condiciones en que puede o ha de 

desarrollarse su relación con éstos. Es aquí donde encuentra justificación la 

existencia y exigencia que se hace de los llamados reglamentos, manuales de 

convivencia, estatutos, etc., en los cuales se fijan esos mínimos que garantizan los 

derechos al debido proceso y a la defensa de los individuos que hacen parte del 

ente correspondiente”.  

 
 

DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICION 
 

Consagrado en el Art. 23 de la C.N., en los siguientes términos: “Toda persona tiene 

derecho a presentar peticiones respetuosas, a las autoridades por motivos de 

interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá 

reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos 

fundamentales.”  

 

En principio, el derecho de petición tiene como sujeto pasivo a la autoridad pública 

no a los sujetos privados. La posibilidad de extenderlos a éstos, depende 

necesariamente de la forma como el legislador regule su ejercicio, tomando como 

marco referencial tanto el propio artículo 23, como el inciso final del art. 86 de la 

Constitución. Por lo tanto, corresponde a éste determinar las condiciones, el ámbito 



 

y extensión de su ejercicio.  

 

El Art. 85 de la Constitución Nacional., que enumera los llamados “derechos de 

vigencia inmediata”, incluye al derecho de petición como uno de ellos, pero ésta 

especial consagración debe ser entendida frente a las autoridades y no a los 

particulares u organizaciones privadas. Por lo tanto, cuando un particular en 

ejercicio de un poder público vulnera o amenaza el derecho fundamental de 

petición, estamos frente a lo establecido en el inciso primero del art. 23 de la 

Constitución Política y por lo tanto es procedente la acción de tutela porque la 

acción u omisión provienen de una autoridad pública.  

Frente a las características esenciales del derecho de petición, la Corte 

Constitucional, ha manifestado: 

 

“…(i) El derecho de petición es fundamental y determinante para la 

efectividad de los mecanismos de la democracia participativa, 

garantizando a su vez otros derechos constitucionales, como los 

derechos a la información, a la participación política y a la libertad de 

expresión; (ii) el núcleo esencial del derecho de petición reside en la 

resolución pronta y oportuna de la cuestión; (iii) la petición debe ser 

resuelta de fondo, de manera clara, oportuna, precisa y congruente 

con lo solicitado; (iv) la respuesta debe producirse dentro de un plazo 

razonable, el cual debe ser lo más corto posible[1]; (v) la respuesta no 

implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en 

una respuesta escrita; (vi) este derecho, por regla general, se aplica a 

entidades estatales, y en algunos casos a los particulares[2]; (vii) el 

silencio administrativo negativo, entendido como un mecanismo para 

agotar la vía gubernativa y acceder a la vía judicial, no satisface el 

derecho fundamental de petición[3] pues su objeto es distinto. Por el 

contrario, el silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que 

se ha violado el derecho de petición; (viii) el derecho de petición 

también es aplicable en la vía gubernativa[4]; (ix) la falta de 

competencia de la entidad ante quien se plantea, no la exonera del 

deber de responder;[5] y (x) ante la presentación de una petición, la 

entidad pública debe notificar su respuesta al interesado”.[6] De los 

anteriores componentes jurisprudenciales cabe destacar que el 

derecho de petición exige, por parte de las autoridades competentes, 

una decisión de fondo a lo requerido por el ciudadano, lo cual implica 

la prohibición de respuestas evasivas o abstractas, sin querer decir con 

ello que la respuesta deba ser favorable. La respuesta de fondo implica 

un estudio sustentado del requerimiento del peticionario, acorde con las 

competencias de la autoridad frente a la que ha sido presentada la 

petición…” 

  

En el mismo sentido, la Corte Constitucional en sentencia T-350 de 2006 manifestó: 

“…qué hace parte del núcleo esencial del derecho de petición:(i) la 

posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, 

solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se 

abstengan de tramitarlas; (ii) la facultad de obtener una respuesta 

oportuna, esto es, dentro de los términos previstos en el ordenamiento 

jurídico; (iii) el derecho a recibir una respuesta de fondo o contestación 



 

material, lo que supone que la autoridad analice la materia propia de 

la solicitud y se pronuncie sobre la totalidad de los asuntos planteados, 

es decir, la correspondencia entre la petición y la respuesta, excluyendo 

fórmulas evasivas o elusivas y; (iv) la pronta comunicación al 

peticionario sobre la determinación adoptada, con independencia de 

que su contenido sea favorable o desfavorable. Si no se cumple con 

estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho fundamental 

de petición…” 

 

LEY 1755 DE 2015 POR MEDIO DE LA CUAL SE REGULA EL DERECHO 

FUNDAMENTAL DE PETICIÓN: 

La norma arriba referida desarrolla de manera sucinta y precisa los campos de 

acción del Derecho de Petición dando diversas modalidades de presentación y 

radicación del mismo, su Art. 13 y 14 describen 

“…Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante 

autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 

respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, 

por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución 

completa y de fondo sobre la misma.  

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades 

implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 

23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante 

él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un 

derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de 

una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, 

consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular 

consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.  

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin 

necesidad de representación a través de abogado, o de persona 

mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades 

dedicadas a su protección o formación.  
 

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de 

peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción 

disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) 

días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la 

resolución de las siguientes peticiones:  

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse 

dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no 

se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los 

efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por 

consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos 

documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se 

entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.  

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las 

autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse 

dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.  

Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la 

petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta 

circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado 

en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el 

plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá 

exceder del doble del inicialmente previsto…” 



 

De otro lado, en el artículo 22 del Decreto 2591/91 establece: Pruebas: El juez 

tan pronto llegue al convencimiento respecto de la situación litigiosa, podrá 

proferir el fallo, sin necesidad de practicar las pruebas solicitadas”. 

 

De igual manera, es de tener presente el escrito de tutela presentado por la 

accionante, en el cual allega respuesta de la petición por parte de 

Finanzauto S.A., formulario de traspaso del vehículo sin datos del comprador 

(traspaso), copia de tarjeta de propiedad con datos de la señora Myriam 

Charry Cortes., contrato de compraventa firmado por las partes, y el 

contrato de mandato únicamente con la firma del mandante. 

 

Por otro lado, la parte accionada Finanzauto S.A, manifiesta al despacho 

que dio respuesta a la petición elevada por la accionante, el día 17 de 

marzo de 2.022, así mismo, que es de tener presente que la accionante NO 

es deudor ni titular de crédito producto alguno con la entidad, de igual 

forma que:  

“El contrato compraventa que allega con su solicitud se encuentra sin 

autenticar, de igual  forma  el contrato  de  mandato  sin  diligenciar  y  sin  

autenticar,  por  lo  que  NO  es  posible acceder favorablemente a la 

solicitud de entrega de documento que pretende la accionante”. 

 

Hechas la anteriores precisiones, y teniendo en cuenta lo manifestado por 

la parte accionante y la parte accionada, así como lo dispuesto en el 

artículo 13 de la ley 1581 de 2012, encuentra el despacho que la petición de 

tutela incoada por la señora YANETH ZARTA URUEÑA, contra la accionada 

FINANZAUTO S.A BIC, debe ser negada, toda vez que con las pruebas 

aportadas, el despacho encuentra, que no se dan los requisitos para la 

procedencia de la tutela, como tampoco que la accionante se encuentre 

en situación de inminente consumación de un perjuicio irremediable, que 

haga posible despachar el amparo constitucional, si quiera como 

mecanismo transitorio, que si bien la accionante allego formulario de 

traspaso del vehículo, copia de tarjeta de propiedad del automóvil de 

placas HJT673, contrato de compraventa, y el contrato de mandato, los 

mismos no se encuentran diligenciados en su totalidad, por lo que 

corresponde al vendedor del vehículo, Myriam Charry Cortes, reclamar y/o 

autorizar correcta y de forma completa a la accionante, para que la misma 



 

pueda efectuar los trámites para el levantamiento del gravamen prendario que 

pesa sobre el vehículo de placas HJT673, y en razón a ello, se reitera, que la 

petición de tutela debe ser negada, y así se dispondrá en la parte resolutiva 

de esta providencia. 

 

Por lo anteriormente expuesto, el JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE 

GIRARDOT-CUNDINAMARCA, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA 

REPUBLICA DE COLOMBIA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY.- 

 

   

R E S U E L V E: 

 
 

 

PRIMERO: Negar la petición de tutela interpuesta por la señora 

YANETH ZARTA URUEÑA, identificado con C.C. No. 39.566.241, contra la 

accionada FINANZAUTO S.A BIC, y conforme a lo expuesto en las 

consideraciones de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Notifíquese este proveído conforme a lo establecido por 

el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: ADVERTIR a las partes que este fallo puede ser impugnado 

dentro de los (3) días siguientes a su notificación sin perjuicio de su 

cumplimiento inmediato. 

 

CUARTO: REMITIR el expediente digitalizado a la Honorable Corte 

Constitucional, dentro de los tres (3) días siguientes a su ejecutoria, si éste no 

fuere impugnado, para la eventual revisión del fallo conforme a los 

parámetros establecidos en el Acuerdo PCSJA20-11594 del 13 de Julio de 

2020, en atención a las medidas de emergencia sanitaria tomadas en 

atención a la pandemia COVID 19.   

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

EL JUEZ    

 

 

Firmado Por: 



 

 

Mario Humberto Yanez Ayala 

Juez Municipal 

Juzgado Municipal 

Civil 001 

Girardot - Cundinamarca 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

9ca614a7f399963ed61c566d18f5887b59e5ced5461ad24d9eb8621f62985e9b 

Documento generado en 01/04/2022 03:58:15 PM 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente 

URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 


